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Bogotá D.C. y Washington D.C., 14 de noviembre de 2015 
 
Señor  
Emilio Álvarez Icaza 
Secretario Ejecutivo  
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington, D.C. 
 
 

Referencia: MC – 437-13 / P-1623-14 - Colombia.   
Solicitud de otorgamiento de medidas cautelares en favor del 
Senador de la República Iván Cepeda Castro.  

 
 
Estimado doctor Álvarez Icaza: 
 
La Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo”(en adelante  
CCAJAR) y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (en adelante CEJIL) se 
dirigen a Usted y por su intermedio a la Comisión Interamericana de Derechos  
Humanos (en adelante “La Comisión” o “la CIDH”), con el objeto de solicitar la 
adopción de medidas cautelares a favor del Senador de la República de Colombia 
Iván Cepeda Castro, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 25.1 del 
Reglamento de la Comisión y en relación con las obligaciones estatales derivadas de 
los artículos 1, 2, 8, 23, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante la Convención” o “Convención Americana).  
 
I.   INTRODUCCIÓN 

 
1. Los peticionarios, actuando en representación del Senador de la República Iván 
Cepeda Castro, solicitamos de la Comisión, en virtud del artículo 25.1 de su  
Reglamento, el otorgamiento de medidas cautelares para la protección de los 
derechos garantizados en los artículos 8, 23.2, 24 y 25 de la Convención Americana 
en atención al cumplimiento de los requisitos de gravedad y urgencia de la situación, 
así como a la condición de irreparabilidad del daño que pueden sufrir los mismos en 
razón de las actuaciones de la Procuraduría General de la Nación en contra de 
nuestro representado.  
 
2.  Como se detallará más adelante, la presente solicitud se relaciona con la petición 
P-1623-14 adelantada contra el Estado colombiano, en la que se alega que las 
facultades con que cuenta la Procuraduría General de la Nación, autoridad 
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disciplinaria, de afectar derechos fundamentales, resultan contrarias al artículo 23.2 
de la Convención Americana y extrañas al Estado de Derecho en la concepción de la 
Carta Democrática Interamericana, en la medida en que le otorgan facultades de 
afectar el goce y disfrute efectivo de los derechos políticos a una autoridad no judicial. 
 

3.  En este escrito y con el objeto de solicitar el otorgamiento de medidas cautelares 
en favor de la víctima de la petición P-1623-14, senador Iván Cepeda Castro y en 
relación con el objeto de la misma, nos permitiremos presentar: i) algunos aspectos 
relacionados con el trabajo del Senador de la República de Colombia Iván Cepeda 
Castro; ii) la información disponible sobre el estado actual de la investigación 
disciplinaria que se adelanta en su contra; iii) el cumplimiento de requisitos de 
gravedad, urgencia e irreparabilidad del daño y iv) la solicitud de otorgamiento de 
medidas cautelares.  
 
II.  ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES DE CONTEXTO   
 
A. EL TRABAJO DEL SENADOR CEPEDA CASTRO 

 

4.  Iván Cepeda Castro es un reconocido defensor de derechos humanos que ha 
estado comprometido desde hace décadas con la búsqueda de la justicia, la verdad, 
el reconocimiento de los derechos de las víctimas, la democracia y la paz. Como 
defensor de derechos humanos, Iván Cepeda Castro trabajó en el fortalecimiento del 
Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado Movice, en procesos de exigencia de 
verdad y justicia frente a graves violaciones a derechos humanos,  incluyendo el caso 
de la ejecución extrajudicial de su padre Manuel Cepeda Vargas, frente a la que Iván 
Cepeda trabajó en la consecución de pruebas que incluyeron visita a cárceles para 
entrevistarse con comandantes paramilitares cuyas versiones contribuyeron al 
avance de las respectivas investigaciones.    
 
5.  Iván Cepeda Castro fue electo Representante a la Cámara en 2010 y en los 
comicios electorales de 2014, Iván Cepeda Castro obtuvo un total de 84.126 votos y 
resultó electo senador de la República en representación del partido de oposición 
Polo Democrático Alternativo, por un periodo de cuatro años, con una agenda política 
de defensa de los derechos humanos y construcción de paz. Cepeda Castro tomó 
posesión del cargo el 20 de julio de 2014. Como Congresista, el senador Cepeda 
Castro ejerce como copresidente en la Comisión de Paz del Congreso de la 
República.  
 
6. Desde su ejercicio como Representante a la Cámara, en la Comisión de Derechos 
Humanos, Iván Cepeda Castro promovió debates sobre la situación carcelaria del 
país y la situación humanitaria de las personas privadas de la libertad en diferentes 
establecimientos carcelarios. En el marco de la proposición 008 aprobada por la 
Comisión Segunda Constitucional permanente de la Cámara de Representantes, el 
entonces representante visitó numerosas cárceles del país e hizo parte de la 
subcomisión parlamentaria a la crisis carcelaria.  Da cuenta de este trabajo entre 

https://es.wikipedia.org/wiki/Senado_de_Colombia
https://es.wikipedia.org/wiki/Polo_Democrático_Alternativo
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otros, el informe que reposa en la Comisión Segunda Constitucional Permanente, y el 
informe confidencial con carácter de reservado, que se presentó al Gobierno 
Nacional, en diciembre de 2012, sobre la situación de los presos políticos en 
Colombia, junto con diversas propuestas de índole humanitario, y otras de aplicación 
a mediano, y corto plazo.   
  
7. En este marco, el entonces representante Cepeda recibió quejas de corrupción, 
malos tratos, y conductas delictuosas que puso en conocimiento de las respectivas 
autoridades investigativas y administrativas.  Dichos encuentros con internos, entre 
quienes se encuentran ex integrantes de grupos paramilitares, fueron grabados y 
recepcionados con testigos. Algunos de los entrevistados fueron los señores Pablo 
Hernán Sierra y Juan Guillermo Monsalve, y el testimonio del primero sirvió  como 
fundamento para la revocatoria de una decisión de archivo de investigación en la que 
se involucraba al expresidente Álvaro Uribe Vélez, por lo que este último presentó 
una denuncia penal por los delitos de injuria y calumnia, que culminaron con la 
absolución en primera y segunda instancia del denunciado Pablo Hernán Sierra.   
 
8. De otro lado, el trabajo por la paz del senador Iván Cepeda Castro es ampliamente 
conocido en el país. Desde el comienzo de la fase pública del proceso de 
conversaciones que se adelanta entre la guerrilla de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y el gobierno de Colombia en la ciudad de 
La Habana (Cuba), el senador Cepeda ha cumplido tareas de facilitación autorizadas 
y reconocidas por ambas partes.  
 
9.  Esas labores, respaldadas institucionalmente (Anexo 1), han incluido la 
contribución constante a la comunicación entre las delegaciones del Gobierno y la 
guerrilla, la ayuda para facilitar acuerdos sobre determinados puntos de la agenda de 
diálogos, la realización de labores humanitarias para lograr fortalecer la confianza y 
avanzar en el punto de la agenda, relativo a las víctimas y sus derechos.    
 
10. Asimismo, en su condición de copresidente de la Comisión de Paz primero de la 
Cámara de Representantes y luego del Senado de la República, el senador Cepeda 
ha realizado tareas propias de la labor legislativa y de control político favorables al 
proceso de paz. Entre esas tareas se encuentran la convocatoria de numerosas 
audiencias en todo el país, con el apoyo del PNUD, para la recolección de miles de 
propuestas de organizaciones de la sociedad civil que han sido llevadas a la Mesa de 
Conversaciones, la citación y participación en diversas sesiones de control político 
sobre temas relacionados con el proceso, el trabajo pedagógico de explicación del 
proceso y sus acuerdos a la opinión pública nacional en distintos escenarios políticos 
y comunicativos, a nivel nacional e internacional, así como el impulso de la agenda 
legislativa relacionada con temas de la agenda de conversaciones. 
 
11.  De este trabajo, también ha hecho parte la contribución del senador Cepeda a la 
facilitación a la fase exploratoria de diálogos con el Ejército de Liberación Nacional 
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ELN (Anexo 2); guerrilla con la cual el gobierno de Colombia pretende  abrir un 
segundo proceso de negociación para la terminación del conflicto armado. 
 
B.  LAS ACTUACIONES DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACION FRENTE 
AL PROCESO DE PAZ 

 
12.  El Procurador General de la Nación dr. Alejandro Ordoñez Maldonado, ha jugado 
un rol negativo frente al proceso de negociaciones entre la guerrilla de las FARC y el 
Gobierno Nacional.  A pesar de ser el Representante de la Sociedad por mandato 
constitucional, sus constantes intervenciones se han encaminado a cuestionar, 
obstruir e incluso amenazar la conclusión exitosa del proceso de paz, como tuvo la 
oportunidad de advertirlo el senador Cepeda ante la Comisión Interamericana en 
comunicación de 26 de agosto de 2014 (Anexo 3). 
 
13.  Estas actuaciones se han proyectado en por lo menos tres dimensiones: i) inicio 
de investigaciones disciplinarias contra funcionarios públicos con un rol activo en el 
proceso de paz; ii) pronunciamientos descalificatorios sobre los acuerdos alcanzados 
y iii) expresiones contrarias al reconocimiento de los derechos de las víctimas de 
crímenes de Estado a la verdad, justicia y reparación integral1.    
 
14. Por citar algunos ejemplos, el caso de la senadora Piedad Córdoba es ilustrativo 
en el sentido de la persecución adelantada desde la Procuraduría General de la 
Nación contra trabajadores y trabajadoras por la Paz, quien venía trabajando en el 
tema de intercambio humanitario, hasta su destitución e inhabilidad para el ejercicio 
de cargos públicos por el Procurador (P-479-14).  Otro ejemplo lo constituye el 
anuncio realizado por el señor Procurador en septiembre de 2013, en el sentido de 
investigar a varios servidores públicos que habrían viajado a La Habana (Cuba), para 
aportar a los diálogos de paz.    
 
15.  La actuación disciplinaria del señor Procurador contra el senador Iván Cepeda 
Castro analizada en este contexto, no sólo constituye una arbitrariedad e injusticia 
como demostraremos a continuación, sino puede interpretarse como un golpe al 
proceso de paz, que podría traer efectos altamente negativos y adversos contra el 
mismo.  Al respecto, se tiene que una eventual decisión de destitución e inhabilidad, 
no solo debilitaría el trabajo de facilitación que se ha adelantado, sino además 
quebraría la confianza en que la transición al posconflicto armado representará una 
fase de democratización de la sociedad colombiana que incluya las garantías 
necesarias para ampliar el espectro de la participación política de la oposición. 
 
16.  En el punto 2 de los preacuerdos del proceso de paz sobre participación política, 
se ha discutido claramente tanto el tema de garantías para que la guerrilla pueda 

                                                             
1
Cfr.  Anexo 3.  Comunicación del senador Cepeda Castro a la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos sobre acciones del Procurador General de la Nación que ponen en riesgo el procesos de 
negociaciones entre Gobierno y guerrilla FARC. 
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incorporarse a la vida política del país, como las condiciones que requiere la 
oposición política para participar en la vida democrática. Las actuaciones de la 
Procuraduría en este contexto, contra funcionarios que ejercen la oposición desde 
diversos espacios institucionales --como el Congreso, alcaldías, concejos 
municipales, etc.-- siembran dudas sobre las posibilidades reales con que cuentan las 
guerrillas para reintegrarse a la vida civil, razón por la que se ha advertido desde 
algunos sectores de la opinión pública que el mensaje del Procurador es contrario al 
proceso (Anexo 4)2.  
  
III. FUNDAMENTOS DE HECHO 
 
A.  LA FACULTAD DISCIPLINARIA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN 

 

17.  El numeral 6° del artículo 277 de la Constitución Política de Colombia establece 
que el Procurador General de la Nación, por sí mismo o a través de sus delegados, 
tiene la función de ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer 
preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones 
correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley”. 
 

18.  Por su parte, el artículo 3 del Código Disciplinario Único, ley 734 de 2002, 
determina que la Procuraduría General de la Nación es titular del ejercicio preferente 
del poder disciplinario en cuyo desarrollo podrá iniciar, proseguir o remitir cualquier 
investigación o juzgamiento de competencia de los órganos de control disciplinario 
interno de las entidades públicas.  
 
19.  En desarrollo de ese poder disciplinario, la Procuraduría tiene de acuerdo con los 
artículos 44, 45 y 46 del Código Disciplinario Único, la facultad de destituir, inhabilitar 
y suspender a los servidores públicos, luego de realizar un procedimiento disciplinario 
administrativo cuando llegue a la conclusión de que el funcionario público ha incurrido 
en una falta disciplinaria. El texto de las normas es del siguiente tenor: 
 

CLASIFICACIÓN Y LÍMITE DE LAS SANCIONES. 
 
ARTÍCULO 44. CLASES DE SANCIONES. El servidor público está sometido a las 
siguientes sanciones: 
1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o realizadas con 
culpa gravísima. 
2. Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las faltas graves 
dolosas o gravísimas culposas. 
3. Suspensión, para las faltas graves culposas. 
4. Multa, para las faltas leves dolosas. 

                                                             
2
 Cfr. Anexo 4.Columnas periodísticas de Cecilia Orozco Tascón, Maria Jimena Dussán y Claudia 

Ayola. 
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5. Amonestación escrita, para las faltas leves culposas. 
 
PARÁGRAFO. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por 
ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio 
cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por 
inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus 
actuaciones. 
 
ARTÍCULO 45. DEFINICIÓN DE LAS SANCIONES. 
1. La destitución e inhabilidad general implica: 
a) La terminación de la relación del servidor público con la administración, sin que 
importe que sea de libre nombramiento y remoción, de carrera o elección, o 
b) La desvinculación del cargo, en los casos previstos en los artículos 110 y 278, 
numeral 1, de la Constitución Política, o 
c) La terminación del contrato de trabajo, y 
d) En todos los casos anteriores, la imposibilidad de ejercer la función pública en 
cualquier cargo o función, por el término señalado en el fallo, y la exclusión del escalafón 
o carrera. 
2. La suspensión implica la separación del ejercicio del cargo en cuyo desempeño se 
originó la falta disciplinaria y la inhabilidad especial, la imposibilidad de ejercer la función 
pública, en cualquier cargo distinto de aquel, por el término señalado en el fallo. 
3. La multa es una sanción de carácter pecuniario. 
4. La amonestación escrita implica un llamado de atención formal, por escrito, que debe 
registrarse en la hoja de vida. 
Si al momento del fallo el servidor público o el particular sancionado presta servicios en 
el mismo o en otro cargo similar en la misma entidad o en otra entidad oficial, incluso en 
período diferente, deberá comunicarse la sanción al representante legal o a quien 
corresponda, para que proceda a hacerla efectiva. 
 
ARTÍCULO 46. LÍMITE DE LAS SANCIONES.  La inhabilidad general será de diez a 
veinte años; la inhabilidad especial no será inferior a treinta días ni superior a doce 
meses; pero cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado la inhabilidad 
será permanente. 
(…)   

 
20.  El proceso por el cual la Procuraduría puede destituir e inhabilitar a un 
funcionario público, a todas luces incumple las obligaciones internacionales de 
Estado de garantías judiciales, igualdad ante la ley y protección judicial: 
 

 “El proceso disciplinario es además inquisitivo y con pocas garantías, pues la 
Procuraduría es juez y parte: investiga, acusa, practica las pruebas, falla y resuelve las 
apelaciones. Esto es gravísimo pues se trata de una institución jerárquica, en donde 
todos los funcionarios responden a las instrucciones del gran jefe, que es el procurador 
general, quien incluso puede asumir directamente cualquier proceso disciplinario3. 

 

                                                             
3
 “La procuraduría: ¿innecesaria o peligrosa?, diario El Espectador, 19 de octubre de 2013. Disponible 

en: http://www.elespectador.com/opinion/procuraduria-innecesaria-o-peligrosa-columna-453279  

http://www.elespectador.com/opinion/procuraduria-innecesaria-o-peligrosa-columna-453279
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21.  Desde que fue electo en 2009 hasta febrero de 2014, el Procurador General de la 
Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado ha destituido cerca de 331 funcionarios, lo que 
equivale a 9 senadores, 3 representantes a la Cámara, 288 alcaldes y 31 
gobernadores4. 
 
B.  EL PROCESO DISCIPLINARIO CONTRA EL SENADOR CEPEDA CASTRO 
 
22.  El procedimiento disciplinario que se surte actualmente contra el Senador Iván 
Cepeda Castro por presunta extralimitación de funciones y otras conductas 
presuntamente cometidas en su condición de representante a la Cámara, se inició a 
partir de una queja disciplinaria presentada el 18 de marzo de 2013, por el apoderado 
del expresidente y actual senador por el partido político Centro Democrático, Álvaro 
Uribe Vélez.   
 
23.  La queja disciplinaria inicial se refería a una pretendida extralimitación de 
funciones del congresista Cepeda por recibir los testimonios de los exparamilitares 
Pablo Hernán Sierra (alias Pipintá) y Juan Guillermo Monsalve (alias Guacharaco).  
Dado que los cargos no se sostenían, entre otras razones porque judicialmente se 
absolvió a Pablo Hernán Sierrra por los delitos de injuria y calumnia (ver, supra, 
párr.7), la misma se reformuló a instancias de unas nuevas declaraciones contra Iván 
Cepeda presentadas por los ex paramilitares Gabriel Muñoz Ramírez, alias 
“Castañeda”, y Ramiro de Jesús Henao Aguilar, alias “Simón”, pertenecientes al 
Bloque Metro. 
 
24.  El 1 de agosto de 2013, sin la ratificación de la queja o indagación preliminar, la 
Procuraduría dio apertura a una investigación disciplinaria, fase en la que se escuchó 
al disciplinado y los testigos de cargo.  Aunque la defensa recusó en dos 
oportunidades por falta de imparcialidad al Procurador General de la Nación, éstas 
fueron  negadas, e igualmente se solicitaron una serie de pruebas, varias de ellas no 
fueron concedidas durante el procedimiento. Una de las alegaciones de la defensa 
del congresista fue precisamente que con posterioridad a estas primeras actuaciones, 
debió abrirse formalmente una indagación preliminar y no directamente una 
investigación disciplinaria como efectivamente ocurrió5.   
 
25. Así, el 22 de octubre de 2015, se notificó al Senador Iván Cepeda Castro del  
pliego de cargos en su contra (Anexo 5).  El cargo que se le formula al doctor Iván 
Cepeda, consiste en extralimitación de funciones y se remite a su trabajo en cárceles 
en su condición de congresista.  De acuerdo con la citada decisión, en los encuentros 
ocurridos en la cárcel del municipio de Itagüí, durante el 26 de julio de 2012 y 30 de 
mayo de 2013, el disciplinado dr. Iván Cepeda Castro habría solicitado a los señores 

                                                             
4
 Cfr. http://www.noticiasrcn.com/nacional-pais/balance-funcionarios-destituidos-procuraduria 

5
  En el caso del actual Ministro del Interior dr. Juan Fernando Cristo, el Procurador General de la 

Nación abrió indagación preliminar y no directamente investigación disciplinaria como en el caso del 
senador Cepeda(Anexo 8) 
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Ramiro de Jesús Henao Aguilar, alias “Simón” y Gabriel Muñoz Ramírez, alias 
“Castañeda” que declararan en contra del Congresista Álvaro Uribe Vélez, a cambio 
de algunos beneficios.  
 
26. Con la presunta realización de esta conducta la Procuraduría indica que se 
cometería la falta disciplinaria contemplada en los artículos 23 y 35 del Código 
Disciplinario Único respecto de la extralimitación en ejercicio de sus funciones. La 
falta disciplinaria imputada al Senador Cepeda Castro es a título de dolo, cuya 
consecuencia es la suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad para el ejercicio 
de la función pública.  Con esta decisión, se abre la investigación propiamente dicha, 
e inicia un procedimiento acelerado que puede culminar con la sanción de suspensión 
e inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos por más de 10 años.   
 
27.  Una vez notificado el pliego de cargos se abre el término de diez (10) días 
hábiles -art. 166 código disciplinario- a los sujetos procesales para la presentación de 
descargos y la solicitud de práctica de pruebas.   
 
28.  El 3 de noviembre de 2015, la defensa disciplinaria presentó los respectivos 
descargos (Anexo 6), en los que se rechaza la imputación por el imposible cargo de 
extralimitación de funciones [que] es precario, antojadizo, sesgado y cargado de 
numerosas imprecisiones fácticas y conceptuales, sobre las siguientes 
consideraciones: 
 

 Correspondía iniciar una indagación preliminar y no una investigación 
disciplinaria, y no hay una justificación razonable para esta omisión. 

 Al tiempo que se da excesiva credibilidad a los testimonios de dos 
confesos paramilitares, cuyas versiones la propia Procuraduría cuestiona 
en algunos de sus apartes, se omite una valoración sobre antecedentes e 
intereses del denunciante, dr. Álvaro Uribe Vélez 

 Se construyen falazmente tres indicios (oportunidad, predisposición y 
finalidad), que no tienen respaldo jurídico, ni probatorio, para concluir que 
existen elementos de responsabilidad disciplinaria en la conducta del 
senador Cepeda 

 La conducta del senador Cepeda estuvo amparada por su condición de 
integrante de la Comisión Segunda Constitucional Permanente de la 
Cámara de Representantes, vicepresidente de la Comisión de Derechos 
Humanos y copresidente de la Comisión de paz de la Cámara de 
Representantes y se desarrolló en el marco de sus funciones de visitas a 
centros de detención. 

 No existe ningún reproche en la conducta de un congresista que visita una 
cárcel, realiza entrevistas con internos, y al percatarse de la existencia de 
conductas delictivas las pone en conocimiento de las autoridades 
competentes, como es su deber ético, legal y constitucional. 
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29.  En el mismo documento, la defensa solicitó el decreto y práctica de pruebas.  De 
acuerdo con el artículo 168 del Código Disciplinario, la práctica de pruebas que se 
ordenen no podrá exceder el término máximo de noventa (90) días. No obstante, es 
posible que la Procuraduría considere que no requiere practicar pruebas adicionales 
al evaluarlas como inconducentes, impertinentes o inútiles. Adicionalmente la 
Procuraduría de oficio puede dictar la práctica de pruebas.   
 
30.  Una vez cumplido el periodo de práctica de pruebas, se abre término para la 
presentación de alegatos finales por un término de cinco (5) días. Ahora bien, si no 
hubiere pruebas que practicar o habiéndose practicado las señaladas en la etapa de 
juicio disciplinario, el funcionario de conocimiento mediante auto de sustanciación 
ordenará traslado de diez (10) días para que los sujetos procesales puedan presentar 
alegatos de conclusión. 
 
31. Finalmente el término para el fallo es de veinte (20) días siguientes al vencimiento 
del término de traslado para presentar alegatos de conclusión -art. 56 Ley 1474 y art. 
169 A Ley 734-. Todo ello en un periodo de aproximadamente 4 meses.  
 
32. Contra la decisión definitiva (sanción), solo procede el recurso de reposición, es 
decir una solicitud de revisión de la determinación ante el mismo funcionario que la 
adopta. A contrario, no procede un recurso judicial que permita la protección efectiva 
de los derechos políticos del Senador Cepeda Castro. La decisión que eventualmente 
se adopte, es aplicada automáticamente por el presidente del Congreso. 
 
C.  DENUNCIA PENAL CONTRA EL PROCURADOR 
 
33.  El 10 de noviembre de 2015, ante la evidencia de actuación arbitraria de la 
Procuraduría General de la Nación, el senador Iván Cepeda interpuso una denuncia 
penal contra el Procurador Alejandro Ordoñez por el delito de prevaricato (Anexo 7), 
con fundamento en los siguientes argumentos: i) en las decisiones del señor 
Procurador en el proceso disciplinario han pesado las opiniones políticas y religiosas 
más que el derecho; ii) tanto Iván Cepeda como su defensor presentaron 
recusaciones por falta de imparcialidad que no fueron tenidas en cuenta; iii) en el 
marco de la actuación disciplinaria se desconocieron pruebas vitales que generan 
deficiencias probatorias en el proceso; iv) se desarrolló una valoración parcializada y 
defectuosa del acervo probatorio; v) el señor Procurador utilizó la versión 
transparente del disciplinado como prueba de cargo; vi) se desconocieron las 
contradicciones de los testigos; vii) no se valoró si quiera mínimamente desde la 
Procuraduría, la posibilidad de un montaje contra el senador Cepeda Castro.   
 
IV.  FUNDAMENTO DE LA SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES 
 
34.  El Artículo 25.1 del Reglamento de la CIDH dispone que:  
 

Con fundamento en los artículos 106 de la Carta de la Organización de los 
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Estados Americanos, 41.b de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, 18.b del Estatuto de la Comisión la Comisión podrá y XIII de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas a 
iniciativa propia o a solicitud de parte, solicitar que un Estado adopte medidas 
cautelares. Tales medidas, ya sea que guarden o no conexidad con una 
petición o caso, se relacionarán con situaciones de gravedad y urgencia que 
presenten un riesgo de daño irreparable a las personas o al objeto de una 
petición o caso pendiente ante los órganos del Sistema Interamericano. 

 

35. Con esta medida cautelar se pretende la protección de los derechos políticos del 
senador Cepeda Castro. La protección de sus derechos tiene consecuencias para el 
funcionamiento del sistema democrático; a ello se suma, las implicancias de su 
destitución para el proceso de paz, en la medida que la amenaza arbitraria de 
remoción del Senador cuestiona la capacidad del sistema político para proteger los 
derechos de quienes desde los mecanismos del Estado de derecho realizan la 
oposición política, aspecto vital para que las guerrillas se reinserten en la vida política 
del país.    
 
36.  Acerca de la importancia de los derechos políticos la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos6 ha puesto de presente su estrecha relación con el sistema 
democrático y el Estado de Derecho: 

 
191. La Corte ha establecido que “[e]n una sociedad democrática los 
derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías y el Estado de 
Derecho constituyen una tríada”, en la que cada componente se define, 
completa y adquiere sentido en función de los otros (159). Al ponderar la 
importancia que tienen los derechos políticos  la Corte observa que incluso 
la Convención, en su artículo 27, prohíbe su suspensión  y la de las 
garantías judiciales indispensables para la protección de estos (1607). 
192. Este Tribunal ha expresado que “[l]a democracia representativa es 
determinante en todo el sistema del que la Convención forma parte”, y 
constituye “un ‘principio’ reafirmado por los Estados americanos en la Carta 
de la OEA, instrumento fundamental del Sistema Interamericano” (1618). 
Los derechos políticos protegidos en la Convención Americana, así como en 
diversos instrumentos internacionales (1629), propician el fortalecimiento de 
la democracia y el pluralismo  Político. 

                                                             
6
 Corte IDH, caso Yatama Vs. Nicaragua, Sentencia de 23 de Junio de 2005, (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). 
7
 Cfr. La Expresión "Leyes" en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párr. 34. 
8
 Cfr. La Expresión "Leyes" en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

supra nota 160, párr. 34. 
9
 Algunos de estos instrumentos internacionales son: Carta Democrática Interamericana (artículos 2, 3 

y 6); Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 23); Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre (artículo XX); Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 
21); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 25); Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (artículo 5.c); Convención Internacional 
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37.  Como ha recordado la Corte en sus pronunciamientos, la Carta Democrática 
Interamericana, adoptada por la Asamblea General de la OEA el 11 de septiembre de 
2001, durante la sesión extraordinaria celebrada en Lima (Perú), condensa los 
elementos esenciales de la democracia representativa, luego de establecer que esta 
es la base del estado de derecho:  
 

Artículo 3. Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre 
otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el 
acceso al poder y su ejercicio con sujeción al estado de derecho; la 
celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio 
universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen 
plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e 
independencia de los poderes públicos. 

 
38. Igualmente, el artículo 23 en el inciso 2 establece que la ley puede reglamentar el 
ejercicio de los derechos y oportunidades únicamente por “por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por 
juez competente, en proceso penal.” Al respecto las restricciones a los derechos 
señalados en el artículo 23 la H. Corte IDH ha señalado: 
 

107. El artículo 23.2 de la Convención determina cuáles son las causales 
que permiten restringir los derechos reconocidos en el artículo 23.1, así 
como, en su caso, los requisitos que deben cumplirse para que proceda tal 
restricción. En el presente caso, que  se refiere a una restricción impuesta 
por vía de sanción, debería tratarse de una  condena, por juez competente, 
en proceso penal. Ninguno de esos requisitos se ha  cumplido, pues el 
órgano que impuso dichas sanciones no era un “juez competente”, no  hubo 
“condena” y las sanciones no se aplicaron como resultado de un “proceso 
penal,  en el que tendrían que haberse respetado las garantías judiciales 
consagradas en el artículo 8 de la Convención Americana”10(Subrayas por 

fuera del original). 

  
39. Como se indica en la petición P-1623-14 (Iván Cepeda Castro y sus electores), la 

                                                                                                                                                                                                 
sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 
(artículo 42); Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(artículo 7); Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer (artículos I, II y III); Declaración de las 
Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (artículo 6); 
Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, 
Religiosas y Lingüísticas (artículos 2 y 3); Convenio No. 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales (artículo 6); Proclamación de Teherán, Conferencia 
Internacional de Derechos Humanos de Teherán, 13 de mayo de 1968 (párr. 5); Declaración y 
Programa de Acción de Viena, Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 14 a 25 de junio de 1993 
(I.8, I.18, I.20, II.B.2.27); Protocolo No. 1 al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales (artículo 3); y Carta Africana de los Derechos Humanos y 
de los Pueblos “Carta de Banjul” (artículo 13). 
10

 Corte IDH, caso López Mendoza vs. Venezuela, sentencia de 1 de septiembre de 2011 , (fondo, 
reparaciones y costas) 
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facultad administrativa de afectar derechos fundamentales con la que cuenta 
legalmente el Procurador General de la Nación riñe abiertamente con los artículos 2 y 
23.2 de la Convención.  Adicionalmente, su utilización selectiva en contra de 
personas que son incómodas a su ideología o intereses políticos afectan el derecho a 
ser tratado en condiciones de igualdad ante la ley.   
 
40. La intención de la Procuraduría General de la Nación de cercenar los derechos 
políticos del Senador Cepeda por la vía de una sanción disciplinaria, requiere la 
adopción de medidas cautelares contempladas en el artículo 25.2 del Reglamento de 
la Comisión, en razón del cumplimiento de los criterios de:  i) la gravedad de la 
situación; ii) la urgencia de la situación; iii) la irreparabilidad del daño, criterios a los 
que nos referiremos a continuación. 
 
A.  GRAVEDAD DE LA SITUACIÓN  
 

41.  La Comisión Interamericana ha entendido la gravedad de la situación como el 
serio impacto que una acción u omisión pueda tener sobre un derecho protegido o 
sobre el efecto eventual de una decisión o petición ante los órganos del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.” 
 
42.  En este caso, la gravedad de la situación se relaciona con el impacto que una 
eventual decisión de destitución e inhabilidad del congresista Iván Cepeda Castro 
pueda tener sobre: a) sus derechos políticos y los de sus electores; b) el proceso de 
paz; c) el sistema democrático en su conjunto y d) la petición que cursa ante el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos.   
 
43.  En lo que tiene que ver con el primer elemento, se tiene que la separación del 
cargo (destitución) y la inhabilidad para ocupar cargos públicos, afectan de manera 
grave tanto el derecho de Iván Cepeda a participar de la dirección de los asuntos 
públicos, como el de acceder a las funciones públicas en condiciones de igualdad. 
  
44.  Iván Cepeda Castro obtuvo una altísima votación, la segunda más alta en su 
partido y mucho más alta que la de muchos senadores de los partidos tradicionales, 
con una agenda basada en la construcción de paz y los derechos humanos.  La 
actuación de la Procuraduría ha sido recibida por los electores como un ataque a esa 
agenda humanista y de protección de los derechos de las víctimas, adicionalmente 
discriminatoria, por tratarse de un líder de la oposición política. 
 
45.  En segundo lugar, ya se ha señalado el rol que juega en este momento el 
senador Cepeda Castro en el proceso de paz, por ello, la actuación disciplinaria 
valorada en este contexto, se percibe como un elemento más de la estrategia del 
Procurador para atacar el proceso de paz, con el agravante de que contradice uno de 
los preacuerdos alcanzados.  Dicho de otra manera, no da garantías al proceso, y a 
la posibilidad de reinserción política de los actores armados, que un senador electo 
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democráticamente, que representa la oposición política y el trabajo por la paz, sea 
destituido por un funcionario disciplinario. 
 
46. Por esta misma razón, la actuación disciplinaria constituye un obstáculo al 
sistema democrático en su conjunto, el cual en 1991 con la reforma a la Constitución 
Política transformó el régimen de partidos para acabar con la hegemonía de dos 
partidos tradicionales.  Las actuaciones del poder disciplinario contradicen esta 
aspiración de pluralismo político que ha procurado  consolidarse en las últimas 
décadas.  
 
47.  Finalmente, el fallo disciplinario de destitución e inhabilidad para el ejercicio de 
cargos públicos del senador Cepeda que se advierte como inminente, podría tornar 
inefectiva la eventual decisión sobre la petición P-1623-14 (Iván Cepeda Castro y sus 

electores).   
 
B. INMINENCIA DEL RIESGO  

 
48.  Tomando como referencia los términos procesales de las actuaciones 
disciplinarias que sumadas abarcan poco más de cuatro meses (ver supra párrs. 27-
32) y el procedimiento disciplinario contra el Alcalde Mayor de Bogotá Gustavo Petro 
Urrego (P- 1742-13), el cual se surtió en cinco meses desde el momento de la 
notificación del pliego de cargos, es posible advertir que la decisión en este caso se 
surtirá rápidamente, y en todo caso antes de que el senador Cepeda pueda culminar 
el periodo para el que fue electo. 
  
49.  Adicionalmente, la decisión del Procurador General de la Nación de destituir al 
Senador e inhabilitarlo para el ejercicio de cargos públicos durante el tiempo que se 
fije en la decisión, es definitiva y quedará en firme el día que sea suscrita por el 
Procurador Alejandro Ordoñez, es decir, contra ella no procede ningún recurso por la 
vía gubernativa. 
  
50.  El artículo 119 del Código Disciplinario Único (CDU) establece: 

 
EJECUTORIA DE LAS DECISIONES. Las decisiones disciplinarias contra 
las que proceden recursos quedarán en firme tres días después de la última 
notificación. Las que se dicten en audiencia o diligencia, al finalizar ésta o la 
sesión donde se haya tomado la decisión, si no fueren impugnadas. 

 

Las decisiones que resuelvan los recursos de apelación y queja, así como 
aquellas contra las cuales no procede recurso alguno, quedarán en firme 

el día que sean suscritas por el funcionario competente (Destacados 
por fuera del original).  
 
El acto administrativo quedaría en firme el día en que sea suscrito por el 
Procurador General porque contra esta decisión no procede recurso 
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alguno11. Ahora bien, el primer efecto jurídico que produce precisamente es, 
la obligatoria notificación de la decisión administrativa, tal como lo ha 
establecido la Corte Constitucional colombiana12.  

 
51.  En el contexto actual, la decisión de destitución e inhabilidad del senador Iván 
Cepeda Castro se advierte como inminente, no solo por el corto tiempo que dura el 
proceso disciplinario, sino que dado el perfil político del Procurador, sus decisiones en 
los casos de la senadora Piedad Córdoba Ruiz y el Alcalde Mayor Gustavo Petro 
Urrego, es posible inferir que su actuación está influenciada por su percepción sobre 
la oposición política.    
  
C. IRREPARABILIDAD DEL DAÑO 

 
52.  Uno de los requisitos que establece el artículo 25 del Reglamento es el de que se 
pueda ocasionar un daño irreparable a un derecho o al objeto de una petición.  
 
53.  El Reglamento de esta Comisión determina que daño irreparable significa la 
afectación sobre derechos que, por su propia naturaleza, no son susceptibles de 
reparación, restauración o adecuada indemnización”13. Al respecto, tanto la CIDH14, 
como la Corte IDH15 han interpretado que este elemento implica que debe existir una 
probabilidad razonable de que se materialice el daño y no debe recaer en bienes o 
intereses jurídicos que puedan ser reparables.  
 

54.  Después de la decisión del Procurador, está claro que de ejecutarse la misma, se 
ocasionará un daño irreparable a los derechos de Iván Cepeda Castro y a la 
posibilidad de completar el mandato para el que fue elegido, a la vez que se limita 
para los electores el derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos 
indirectamente a través de una persona elegida (Art. 23 de la Convención), pues 
aunque después de un  proceso la Comisión y eventualmente la Corte Interamericana 
restablezcan los derechos conculcados por la autoridad administrativa colombiana el 

                                                             
11

 Inciso segundo, artículo 119, ley 734 2002 (Código Disciplinario Único)  
12

 Corte Constitucional, sentencia C- 1076 de 2002, en la que se refiere a la constitucionalidad del 
último inciso del Art. 119 del CDU y aplicando las reglas generales del debido proceso y el principio de 
favorabilidad, declara que la interpretación constitucional es la siguiente: “De tal suerte que, a juicio de 
la Corte, en materia disciplinaria se aplica también la regla según la cual las decisiones de segunda 
instancia mediante las cuales se resuelven los recursos de apelación y queja quedan ejecutoriadas 
no con la simple suscripción de la misma sino con su notificación” (Destacados por fuera del 
original). 
13

 Reglamento de la CIDH. Artículo 25(2)(c). 
14

 CIDH. Segundo Informe sobre la Situación de la Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de 
las Américas. Op. Cit. Párr. 428. 
15

 Corte IDH. Medidas Provisionales. Asunto Castro Rodríguez respecto México. Resolución de 13 de 
febrero de 2013, considerando noveno; Corte IDH. Medidas Provisionales. Asunto De La Unidad De 
Internación Socioeducativa respecto Brasil. Resolución de 25 de febrero de 2011, considerando 
octavo. 
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derecho a ejercer el cargo y a que se ejerza por quien resultó elegido ya no podrá ser 
restituido. 
 
55.  Sobre la irremediabilidad del daño, debe tomarse en cuenta la edad de Iván 
Cepeda Castro, quien cuenta a la fecha con 53 años, una decisión de inhabilidad 
para el ejercicio de funciones públicas mayor a 10 años, proferida por una autoridad 
administrativa, eliminaría prácticamente la posibilidad de aspirar por el resto de su 
vida a otro cargo de elección popular, máxime si se tiene en cuenta que en estos 
procesos se requiere continuidad en el ejercicio político, para que los electores 
tengan la posibilidad de “validar” o “castigar” el cumplimiento de los mandatos.  Una 
desaparición por más de 10 años en la vida política, anula cualquier posibilidad de 
aspiración política electoral a futuro.  
 

56.  En la decisión sobre medidas cautelares del Alcalde Mayor de Bogotá Gustavo 
Petro Urrego, la Comisión consideró que el requisito de irreparabilidad del daño 
“adquiere particular relevancia en situaciones relacionadas con funcionarios públicos, 
elegidos por votación popular, en virtud de su importancia para los sistemas 
democráticos y ante la necesidad de que en cualquier proceso que conlleve la 
remoción, inhabilitación o destitución de dichos funcionarios se respeten los 
parámetros consagrados en la Convención Americana16.” 

 
57.  En síntesis, los representantes consideramos que prima facie se advierte que los 
derechos políticos del congresista Iván Cepeda Castro se encuentran en una 
situación de gravedad y urgencia.     

  
V. OBLIGATORIEDAD DE LAS MEDIDAS CAUTELARES DE LA CIDH   

 
58. Finalmente, consideramos conveniente reiterar que en Colombia la Corte 
Constitucional, en reiteradas sentencias, ha establecido que las medidas cautelares 
que decida la CIDH son de obligatorio cumplimiento en Colombia (Ver, entre otras, la 
Sentencia T-524/05  de la Corte Constitucional), a pesar que el Procurador ha 
señalado públicamente que las decisiones de la Comisión no eran obligatorias, en 
abierto desafío a la Corte Constitucional, que ha estipulado en varios 
pronunciamientos que las medidas cautelares son obligatorios, pero sin embargo, 
pidió medidas cautelares para los colombianos afectados por el problema fronterizo 
entre Venezuela y Colombia.  
 
59. El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda-
Sub-sección B, Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve, en sentencia del 
15 de enero de 2015, reiterara el carácter vinculante de las medidas cautelares 
decretadas en el caso de un periodista de Fresno, Tolima y su familia, añadió que 
éstas solo pueden ser levantadas por la Comisión: 

                                                             
16

 Cfr. CIDH, MC-374-13 Gustavo Petro Urrego – Colombia, párr. 18.  Disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2014/MC374-13-ES.pdf 
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“Frente a la referida situación el Tribunal del Distrito Judicial de Bogotá – Sala de 
Decisión Laboral, en razón al carácter vinculante de las medidas cautelares 
decretadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, consideró que 
el Estado Colombiano “no tiene la discrecionalidad  para decidir si acata o no” las 

mismas, de manera tal que se deben mantener hasta que no exista una decisión 
distinta por el organismo internacional … Advierte la Sala que en el caso de 
autos, de conformidad con la sentencia del 19 de septiembre de 2012 del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá –Sala de Decisión Laboral, que constituye 
una decisión que hizo tránsito a cosa juzgada, las medidas de protección 
otorgadas al actor y su familia, sólo pueden ser levantadas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos”.17  

 
60.  En conclusión, de conformidad con el artículo 25 del Reglamento de la H. 
Comisión, se pide que, con el objeto de impedir un riesgo de daño irreparable al 
congresista Iván Cepeda Castro y al objeto de la petición P-1623-14, se ordene al 
Estado de Colombia que suspenda la actuación que viene llevando a cabo la 
Procuraduría General de la Nación contra el senador Iván Cepeda Castro, en tanto su 
resultado puede ser la de una inhabilitación para ejercer cargos públicos en flagrante 
violación del Art. 23.2 de la Convención y, de concretarse su efecto ocasionaría un 
daño irreparable, pues una vez inhabilitado perdería durante el tiempo que tuviese 
efecto la medida, aspirar a cualquier cargo de elección popular.  
 
VI.  SOLICITUDES 
 
61.  Solicitamos de manera respetuosa a la Honorable Comisión, al amparo del 
artículo 25.1 de su Reglamento: 
 

1) Dirigirse al Gobierno de la República de Colombia requiriendo la adopción de las 
medidas necesarias para proteger los derechos a las garantías judiciales y 
derechos políticos en favor del Senador de la República Iván Cepeda Castro.   
 
2)  Dirigirse al Estado colombiano con el objeto de que suspenda el procedimiento 
disciplinario hasta que se produzca una decisión de fondo en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.  
 
3) Solicitar al Estado colombiano que a través de la Fiscalía General de la Nación 
se adelanten las acciones necesarias para investigar las posibles conductas 
punibles en las que pudo incurrir el Procurador General de la Nación en el 
procedimiento adelantado contra el Senador Iván Cepeda Castro.    
 
4)  Solicitar al Estado colombiano información sobre la existencia de procedimientos 

                                                             
17

 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda –Subsección B, 
Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve, Bogotá D.C., quince (15) de enero de dos mil 
quince (2015). Expediente No. 110001-03-15-000-2014-03081-00. Actor: Rodrigo Callejas  Bedoya. 
Acción de Tutela, p. 9 (sin numerar), párrs. 2 y 4.  
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encaminados a adecuar el procedimiento disciplinario al artículo 23.2 de la 
Convención Americana. 

 
Solicitamos adicionalmente, a la Honorable Comisión que teniendo en cuenta la 
entidad de la temática abordada por el caso oportunamente presentado ante la CIDH 
y la inminencia de una determinación que vulneraria de manera irreversible e 
irreparable los derechos fundamentales de nuestro representado, priorice el 
tratamiento de la petición P-1623-14 de acuerdo al artículo 29.2 de su Reglamento, a 
la vez que adopte la medida cautelar para que no se genere una vulneración de 
derechos mientras esta ilustre Comisión adopta una decisión de fondo en el asunto.  

 
 

VII.  ANEXOS 
 

Anexo Contenido 

Anexo No. 1 Comunicación enviada a Iván Cepeda por parte de Sergio Jaramillo (Alto 
Comisionado para la Paz), el 24 de enero de 2013 en la cual autoriza su 
asistencia y participación en las reuniones que se celebrarán en la ciudad de 
La Habana- Cuba, con la delegación de las FRAC-EP. 

Anexo No. 1.1 Comunicación enviada a Iván Cepeda por parte de Sergio Jaramillo (Alto 
Comisionado para la Paz), el 28 de octubre de 2015 en la cual autoriza su 
asistencia a la ciudad de La Habana, para que indique en el marco de la 
mesa de conversaciones sobre los mecanismos y trámites legislativos que 
harán viable la implementación de los acuerdos.  

Anexo No. 2 Comunicación enviada a Iván Cepeda por parte de Sergio Jaramillo (Alto 
Comisionado para la Paz), el 1 de junio de 2015 en la cual autoriza su 
asistencia a las reuniones de carácter exploratorio en la República 
Bolivariana de Venezuela, para adelantar los acercamientos con el Ejercito 
de Liberación Nacional -ELN- 

Anexo No. 3  Comunicación del senador Cepeda Castro a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos sobre acciones del Procurador General de la Nación 
que ponen en riesgo el procesos de negociaciones entre Gobierno y guerrilla 
FARC. 

Anexo No. 4 Columnas periodísticas: Cecilia Orozco Tascón “(Iván) Velásquez y Cepeda: 
montajes idénticos, El Espectador, 10.20.15/ María Jimena Dussán, 
“Alejandro, el jefe de la oposición” Revista Semana, 23.10.15/ Claudia Ayola 
“Chacho de película”, El Heraldo, 25.10.15. 

Anexo No. 5 Pliego de cargos, investigado: Iván Cepeda Castro. Rad No. 2013-87096 

Anexo No. 6 Alegatos de descargos disciplinarios presentados por la defensa del senador 
Cepeda, 3 de noviembre de 2015 

Anexo No. 7 Denuncia penal presentada por el senador Cepeda Castro contra el 
Procurador General de la Nación por el delito de prevaricato, 10 de 
noviembre de 2015 

Anexo No. 8 Procuraduría General de la Nación, decisión de apertura de indagación 
preliminar frente a Ministro del Interior dr. Juan Fernando Cristo 
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Sin otro particular, aprovechamos la oportunidad para reiterarle las muestras de 
nuestra más alta consideración y estima. 

 

 

P./ Viviana Krsticevic   Rafael Barrios Mendivil 
CEJIL      CCAJAR 

 
 
 
 

P./ Francisco Quintana    Jomary Ortegón Osorio 

CEJIL      CCAJAR 
 

 


